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    PRÓLOGO


     


     


     


     


    Estos Materiales Didácticos de Derecho Civil y Tributario son el fruto de un Proyecto de Innovación Docente para creación de materiales, de la Universidad de Almería. Su objetivo principal es facilitar la adquisición de competencias jurídicas, en asignaturas de “Formación Básica”, a alumnos de Facultades de Ciencias Económicas y Empresariales, teniendo en cuenta sus características particulares y las dificultades que se les presentan a la hora de afrontar disciplinas jurídicas.


     


    Con tales materiales se pretende que el alumno adquiera un mínimo de conceptos jurídicos, sin olvidar el contexto de su aprendizaje, que es el económico-empresarial. Se busca, por tanto, que el alumno pueda relacionar el Derecho con la Economía, de una forma dinámica y práctica, y que los conocimientos adquiridos le sean de utilidad en su futura esfera profesional. Los contenidos teóricos se han complementado con esquemas conceptuales y con elementos prácticos (ejemplos, aplicaciones, formularios, etc.); y con espacios informativos (videos tutoriales, enlaces Web) con el fin de dotar a la teoría y a la práctica de un toque de actualidad que incentive al alumno al aprendizaje de la realidad económica y jurídica. Por último, se ha cuidado que el alumno pueda comprobar el avance de sus conocimientos por medio de las autoevaluaciones.


     


    Una última intención ha movido a los autores: la de poder contribuir con el fruto económico de esta obra a la educación de menores y de personas vulnerables. Por esta razón, las cantidades que se perciban en concepto de derechos de autor se cederán a asociaciones, fundaciones u ONG’s destinadas a la educación.


     


    María Angustias Martos Calabrús

  


  
     


     


     


     


     


    Tema 1. 

    INTRODUCCIÓN AL DERECHO


     


    Preparado por: María Mercedes Salido y Nuria Martínez Sánchez


     


     


     


    I. CONCEPTO DE DERECHO, NORMA Y LEY


    Preparado por: María Mercedes Salido y Nuria Martínez Sánchez


     


    El Derecho es un conjunto de normas o reglas establecidas para prevenir o dar solución a los problemas de la sociedad a la que van dirigidas; regulan la convivencia o relaciones humanas externas. Por tanto, no regula todos los aspectos de la vida del hombre, sino únicamente aquellos que, en cada momento histórico y social concreto, puedan dar lugar a conflictos sociales (ej. el matrimonio, como principal forma en la sociedad de organización de la convivencia en pareja).


     


    El medio que utiliza el Derecho para obtener dicho fin es lo que llamamos normas jurídicas. Así, una norma jurídica es un mandato (compuesto por un supuesto de hecho y consecuencia jurídica) dirigido a una pluralidad de personas, susceptible de ser impuesto de forma coactiva.


     


    Un ejemplo de norma jurídica sería el art. 315 Código Civil (en adelante, CC): “La mayor edad empieza a los dieciocho años cumplidos. Para el cómputo de los años de la mayoría de edad se incluirá completo el día del nacimiento”. En este caso, el supuesto de hecho del precepto o norma descrito lo constituye el cumplimiento de los 18 años, incluyendo de manera completa el día del nacimiento; la consecuencia jurídica, por tanto, será alcanzar la mayoría de edad.


     


    De su definición pueden extraerse tres de sus rasgos esenciales:


     


    a. Imperatividad: la norma jurídica es un mandato que debe ser cumplido. Este rasgo debe conectarse con el principio de publicidad de las normas, pues si son obligatorias y su ignorancia no excusa de su cumplimiento (art. 6.1 CC), debe ser necesaria la posibilidad de su conocimiento.


    b. Generalidad: la norma jurídica va dirigida a una pluralidad de sujetos. No dispone para casos concretos.


    c. Coercibilidad: si no se acata voluntariamente puede imponerse su cumplimiento de forma coactiva. Los modos con que cuenta el Estado para el cumplimiento forzoso son muy variados, según el tipo de norma y la gravedad del incumplimiento. A ellos nos referiremos en breve (infra, apartado IV).


     


    Fundamentalmente, las normas jurídicas se recogen en las Leyes. Así, cada Ley se compone de diversos artículos, numerados correlativamente, en los que en su texto se recoge lo establecido por quien la suscribió. En todo caso, no todos los artículos forman una norma jurídica, sino que es tan posible que un solo artículo contenga varias normas como que una sola norma se recoja en varios artículos, porque, por ejemplo, algunos solo sean aclarativos.


     


    En todo caso, las normas que integran el Derecho forman parte de un todo armónico y completo (a salvo las posibles contradicciones y lagunas). Por ello, también se habla del Derecho como sistema de normas o como Ordenamiento jurídico.


     


    Una vez definido el Derecho como conjunto normativo, y habiendo conceptualizado las normas jurídicas y enumerado sus principales rasgos, conviene hacer alusión a las clases de normas. Existen muchas formas de clasificarlas y gran variedad de tipos o clases dentro de cada criterio de clasificación utilizado (normas rígidas y flexibles; completas e incompletas o de remisión/aclaración; generales y especiales, etc.). No obstante, conviene destacar la diferencia entre normas imperativas y dispositivas. Como se ha dicho, toda norma jurídica posee imperatividad; no obstante, no toda norma jurídica es imperativa, en el sentido de deber cumplir el mandato tal y como se establece en la norma, sin que quepa acuerdo entre las partes para excluir su aplicación. Por el contrario, una norma dispositiva será aquella que permite a sus destinatarios, mediante acuerdo, excluir su aplicación y aplicar lo pactado en su lugar (ej. art. 1760 CC “el depósito es un contrato gratuito, salvo pacto en contrario”; la norma es dispositiva pues, aunque establece el rasgo de la gratuidad para los contratos de depósito, dispone la posibilidad de que las partes pacten un precio).


     


    En última instancia, debe atenderse al término “Ley”. Habitualmente se utiliza como sinónimo de norma jurídica. Sin embargo, en su sentido más estricto, la Ley es únicamente aquella norma jurídica escrita, emanada de los órganos con competencia legislativa, y aprobada conforme a un procedimiento previamente establecido (arts. 81 a 92 CE).


     


     


    II. JERARQUÍA NORMATIVA


     


    Son varias las fuentes formales del Derecho, entendiendo por ellas los vehículos de los que se valen los sujetos u órganos con poder normativo para crear normas jurídicas (dichos sujetos u órganos reciben, en contraposición, el nombre de fuentes materiales). Así, la Ley, la costumbre, los reglamentos, los tratados internacionales, etc. son ejemplos de dichas fuentes formales.


     


    No todas estas fuentes formales o normas jurídicas poseen el mismo rango o jerarquía; unas poseen un rango inferior, por lo que, sobre la base del principio de jerarquía normativa, no podrán contradecir lo establecido en las de rango superior. Si así lo hicieran, serían declaradas nulas.


     


    En el sistema jurídico español, la Norma Suprema de todo el ordenamiento es la Constitución española (en adelante, CE) de 1978, la de mayor rango. Todas las demás normas jurídicas deben ajustarse a ella, siendo imposible su validez si la contravienen. De ahí que se la denomine “Ley de leyes”.


     


    Inmediatamente inferiores en rango a la CE se encuentran las Leyes (entendidas en su sentido estricto). La primacía de la Ley viene exigida por la consagración constitucional del principio de legalidad y jerarquía normativa (art. 9.3 CE).


     


    Las principales clases de Leyes son las orgánicas (recaen sobre materias concretas y determinadas) y las ordinarias (el resto). Ambas son aprobadas por las Cortes Generales y la relación que guardan entre sí no es jerárquica sino material. Así, las Leyes relativas a los Derechos Fundamentales, las que aprueban los Estatutos de Autonomía o las que regulan el Régimen electoral general, etc. deben ser reguladas mediante Ley orgánica (son materias reservadas). Su procedimiento difiere respecto a las ordinarias, pues requiere la aprobación por mayoría absoluta en el Congreso de los Diputados (no cabe, por tanto, su elaboración en los Parlamentos autonómicos). Las leyes ordinarias, en cambio, siguen un procedimiento legislativo ordinario (mayoría simple) y pueden versar sobre cualquier materia de las no reservadas a las Leyes orgánicas. A su vez, pueden ser aprobadas tanto por el Parlamento estatal como por los autonómicos, guardando entre ellas (leyes estatales y leyes autonómicas) una relación competencial, no jerárquica (además de tener en cuenta que la Ley estatal rige en todo el territorio nacional y la autonómica solo en el de la Comunidad).


     


    A su vez, con igual rango que una Ley encontramos los Decreto-ley y los decretos legislativos que, a diferencia de las Leyes, son aprobados por el Gobierno.


     


    1. Decreto-ley (art. 86 CE): norma jurídica, con fuerza y rango de Ley, aprobada por el Gobierno en caso de extraordinaria y urgente necesidad. Determinadas materia quedan excluidas, como las reservadas a las Leyes orgánicas. Los Decreto-ley poseen, a su vez, diversas denominaciones: si se aprueban por el Gobierno central reciben el nombre de Real Decreto-ley, mientras que si lo son por la Comunidad Autónoma, se denominan simplemente Decreto-ley. Los Decretos-ley tienen una vigencia provisional de un mes desde su publicación, salvo que sean convalidados por el Parlamento (estatal o autonómico, en su caso).


    2. Decreto legislativo (arts. 82 a 85 CE): norma jurídica, con fuerza y rango de Ley, aprobada por el Gobierno previa delegación parlamentaria de su elaboración en los términos determinados en la ley de delegación (ley de bases u ordinaria). Al igual que se comentaba de las denominaciones con respecto a los Decretos-ley, los decretos legislativos reciben el nombre de Real Decreto-legislativo si se aprueban por el Gobierno central, y decreto-legislativo si lo son por el autonómico.


     


    Cosa distinta es el caso de los tratados internacionales y las normas comunitarias. Los tratados internacionales (normas pactadas entre el Estado español y otro Estado u organización internacional) válidamente celebrados (arts. 93 a 95 CE), una vez publicados oficialmente en España, forman parte del ordenamiento jurídico interno (art. 96 CE y 1.5 CC). Lo mismo ocurre con el Derecho comunitario, aplicable a España por su pertenencia a la Unión Europea (en adelante, UE). El Derecho comunitario está formado por el derecho originario (tratados constitutivos de la UE) y el derivado (normas que proceden de los órganos comunitarios con potestad legislativa). Particularmente, las principales normas comunitarias de derecho derivado son:


     


    1. Reglamentos: alcance general y efecto directo. Obligan en su totalidad a los Estados y a sus ciudadanos, tras su entrada en vigor, una vez publicados en el DOUE.


    2. Directivas: obligan a los Estados a aprobar, mediante un acto de trasposición, en un determinado plazo de tiempo, una Ley interna que cumpla con los objetivos o directrices marcados en la propia Directiva. Lo que se aplica directamente a los ciudadanos es la Ley interna aprobada para trasponer la Directiva, sin perjuicio de que pasado el tiempo sin hacerlo se pueda aplicar directamente.


    3. Decisiones: obliga únicamente al Estado o Estados al que va dirigida. No tiene, por tanto, carácter general.


    4. Recomendaciones y dictámenes: no tienen fuerza vinculante.


     


    Con relación a su jerarquía, los tratados internacionales suelen requerir el consentimiento del Estado español, previa autorización de las CCGG (art. 94 CE) y, en todo caso, si contienen estipulaciones contrarias a la Constitución es necesaria la previa revisión constitucional para su celebración (art. 95 CE). Por su parte, las normas comunitarias gozan de primacía (que no supremacía) sobre el derecho interno, por lo que, en caso de contradicción entre ambas, el juez español deberá aplicar las comunitarias (sin que las internas se entiendan derogadas, sino meramente inaplicadas).


     


    Con una jerarquía inferior a las Leyes se encuentran los reglamentos, mediante los que se desarrolla de manera detallada lo establecido en una Ley (art. 97 CE otorga la potestad reglamentaria al Gobierno). Pueden adoptar diversas formas y nombres: Real Decreto, Decreto, Orden ministerial, Instrucciones, Ordenanzas municipales, etc. De entre ellas, el Real Decreto de Consejo de Ministros tiene mayor rango.


     


    En defecto de Ley es la costumbre la que entra en juego, siempre que no sea contraria a la moral u orden público y que resulte probada (art. 1.3 CC). La costumbre supone la creación de una norma jurídica no escrita, por la práctica continuada de una comunidad, con la convicción de su obligado cumplimiento (a diferencia de los usos, que no requieren opinio iuris). No puede ser contraria a la Ley y ha de ser probada por quien la alega, pues la obligación de los jueces de conocer la Ley no alcanza a las costumbres (que suelen ser locales y de inabarcable conocimiento).


     


    En último lugar, los principios generales del Derecho son mencionados en el art. 1.4 CC, en el que se dispone su aplicación en defecto de Ley o costumbre, sin perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico. No obstante, si el principio general se recoge en la CE, se aplicará, como parte de ésta, con preferencia sobre cualquier Ley o costumbre, al igual que si es una Ley la que lo recoge (ej. interés superior del menor, recogido en el art. 2 LOPJM) se aplicará como Ley. Los principios generales constituyen ideas básicas o fundamentales del Derecho. No se encuentran recogidos como tales en ningún texto legal pero muchos de ellos se encuentran en la CE (ej. art. 1.1, 9.3 o 10 CE; también los DDFF). Su función, principalmente, es la de colmar lagunas.


     


    Mención aparte merecen, aunque sea brevemente, la jurisprudencia y la doctrina científica. Puede entenderse por jurisprudencia o doctrina jurisprudencial aquella que de modo reiterado establecen los tribunales al interpretar y aplicar las normas jurídicas. La doctrina científica, en cambio, es la mantenida por los tratadistas o escritores de obras de derecho. No son fuente del Derecho (art. 1.1 CC), puesto que no crean normas jurídicas, pero las complementan (jurisprudencia) o sirven de medio para conocerlas (doctrina científica).


     


    En definitiva, así podría representarte la jerarquía normativa:
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    III. IRRETROACTIVIDAD DE LA NUEVA LEY
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    Una vez aprobada y publicada una norma, no puede aplicarse hasta su entrada en vigor (la establecida en la propia ley o la regla general de 20 días tras su completa publicación, art. 2.1 CC). No obstante, una vez vigente, surge el problema de su posible aplicación a situaciones anteriores a dicho momento de entrada en vigor. De esta forma, la sustitución de una ley por otra plantea el problema de qué regulación, la antigua o la nueva, ha de aplicarse a los actos realizados y situaciones creadas o nacidas bajo la antigua ley, cuyos efectos aún persisten al entrar en vigor la nueva. A resolver este problema se dirigen las normas de transición o de Derecho transitorio (normas formales, de remisión, que resuelven conflictos inter-temporales).


     


    Como regla general, se predica la irretroactividad de las leyes.


     


    El tenor literal del artículo 2.3 CC reza de la siguiente manera: “las leyes no tendrán efecto retroactivo si no dispusieren lo contrario”.


     


    Así, cuando una nueva ley (entiéndase aquí por “ley” cualquier norma jurídica) solo se aplica a los actos y situaciones o hechos realizados o nacidos después de su entrada en vigor, se dice que es irretroactiva; por el contrario, cuando se aplica a actos jurídicos realizados (o situaciones acaecidas) bajo el imperio de la ley anterior, la norma es retroactiva. La irretroactividad de la ley parece responder mejor a las exigencias de justicia y seguridad jurídica, en cuanto que, no resultaría justo aplicar una ley nueva a actos que se realizaron cuando aún no existía, ya que no podía ser conocida, máxime en el caso de hallarnos ante leyes penales o sancionadoras (ej. si un determinado acto no era punible cuando se realizó, no sería justo que una ley posterior lo sancionase). Por tanto, pueden entenderse que la irretroactividad de la ley es consecuencia del principio de legalidad (art. 9.1 CE) imperante en todo Estado de Derecho (art. 1.1 CE).


     


    No obstante, una absoluta irretroactividad de las leyes también podría derivar en situaciones de injusticia, principalmente cuando la nueva norma trae consigo mayores garantías y una regulación favorecedora. Un ejemplo manifiesto podría ser el de la aprobación de una ley que aboliese la esclavitud. La irretroactividad absoluta significaría que solo sería posible manumitir a los que nacieran hijos de esclavos tras su entrada en vigor, continuando de manera injusta la condición de esclavitud para todos aquellos que la tenían con anterioridad, y perdurando hasta su muerte.


     


    Ello ha motivado a la doctrina jurídica para tratar de establecer criterios que deslinden los casos en los que una ley pudiera ser retroactiva de los que deba considerarse irretroactiva, creando los llamados sistemas de Derecho transitorio (vid. Disposiciones transitorias del CC: 1ª a 13ª).


     


    La propia Constitución, en su art. 9.3, consagra la irretroactividad como principio básico del orden jurídico, pero referida a un concreto campo, el de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, consecuencia, a su vez, del principio de seguridad jurídica proclamado en la propia norma. Así, se configura este precepto como límite al legislador, en la medida que no podrá dotar de retroactividad a dichas leyes sancionadoras (de carácter penal, administrativo o civil) no favorables (con sanción mayor) o restrictivas de derechos individuales (entendiéndose por ellos, los derechos fundamentales del Título I CE; por todas, STC 8/1992, de 4 de marzo). No obstante, en todo lo demás, la CE deja un amplio margen de actuación al legislador para dotar, expresa o tácitamente, de retroactividad a la norma que elabore (en caso contrario, como se ha visto, la norma será irretroactiva).


     


    En todo caso, según la jurisprudencia, la retroactividad puede ser de diversos grados:


     


    1. Mínimo, cuando la nueva ley se aplica solo a los efectos de la relación creada bajo la antigua que se produzcan después de regir aquélla (la nueva).


    2. Medio, cuando se aplica también a los efectos que, producidos antes, aún no se han consumado.


    3. Máximo, cuando se aplica a todos los efectos, también a los producidos y consumados bajo la antigua ley.
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    Si la ley se limita a declarar, sin más, su carácter retroactivo, habrá que fijar su grado mediante la interpretación; en caso de duda, habrá que inclinarse por el grado mínimo o inferior entre los que exista duda, dada la regla general ya apuntada de irretroactividad.


     


     


    IV. DEBER JURÍDICO DE CUMPLIMIENTO DE LA NORMA. CONCEPTO DE FRAUDE DE LEY


     


    Por la imperatividad que caracteriza a las normas, éstas deben ser cumplidas. Para ello, el Derecho dispone de mecanismos para hacerlas cumplir de manera forzosa o coactiva (de ahí la coercibilidad de las normas).


     


    Las consecuencias del incumplimiento de una norma son las denominadas sanciones. Éstas pueden ser de diferentes tipos, dependiendo de la norma incumplida. Así, como ejemplo, el impago de una deuda puede dar lugar a la mera reclamación de la cantidad debida o a una sanción económica añadida; el incumplimiento de las normas de prevención de riesgos por un empresario puede derivar en la suspensión de su actividad profesional o el cierre del local; la realización de un contrato abusivo entre empresario y consumidor puede dar lugar a su nulidad; la comisión de un delito puede ser motivo de privación de libertad; el incumplimiento de los deberes laborales puede traer el despido del trabajador, etc.


     


    Como puede observarse, los efectos de incumplimiento son muy variados. De igual manera, son diferentes las formas de infringir las normas. Particularmente, son dos las que debemos distinguir:


     


    1. Infracción directa: la norma establece un mandato que el sujeto incumple de forma clara y evidente, sin más.


    2. Infracción indirecta o fraude de ley: se incumple el mandato de la norma pero de manera más sutil o depurada. Concretamente, el infractor se apoya en el texto o literalidad de una norma (norma de cobertura) para conseguir un resultado prohibido o contrario a otra norma (norma defraudada), que es la que resulta incumplida.


     


    Un ejemplo práctico serían los matrimonios por conveniencia entre español/a-extranjero/a. El art. 22.1 CC dispone la concesión de la nacionalidad española por residencia en España durante diez años (plazo general). El apartado 2.d) del mismo precepto establece la suficiencia de un año de residencia si se trata de un extranjero/a casado con español/a que no estuviera separado legalmente o de hecho. Por ello, el extranjero/a, buscando la nacionalidad por residencia en un periodo mucho más breve (un año en lugar de los diez que establece el plazo general), contrae un matrimonio con español/a que realmente no desea. Formalmente hay matrimonio, pero no realmente. La norma defraudada sería el art. 22.1 CC y la de cobertura la que permite a los extranjeros casarse con españoles (normas matrimoniales).


     


    La comisión de fraude de ley conlleva, a tenor del art. 6.4 CC, la aplicación de la norma que se hubiere tratado de eludir (en el supuesto ejemplificado, se declararía nulo el matrimonio y se exigiría el plazo general de diez años para la obtención de la nacionalidad, aplicándose, pues, la norma defraudada).


     


    V. LA PERSONA FÍSICA Y LA PERSONA JURÍDICA. CAPACIDAD JURÍDICA Y CAPACIDAD DE OBRAR. REPRESENTACIÓN


     


    1. La persona física y la persona jurídica


     


    En el lenguaje común solemos utilizar el término persona para referirnos a ser humano. Dicha afirmación también es correcta en Derecho, pero no única. El ordenamiento jurídico reconoce también otros sujetos de derechos y obligaciones, como son ciertas entidades, agrupaciones o colectivos a los que el Derecho ha personificado por distintas razones. Así pues, podemos hablar de personas físicas por una parte y, personas jurídicas, de otra. Esto no quiere decir que la persona física y la persona jurídica sean equivalentes: ambas son sujetos de derechos y forman parte esencial de la vida y tráfico jurídico, pero gozan de importantes diferencias entre sí:


     


    • Difieren en su origen, pues mientras que las personas físicas tienen su origen en su nacimiento biológico, las personas jurídicas son creadas por el Derecho.


    • Jurídicamente, las personas físicas son titulares de una gama de derechos subjetivos más amplia que los que corresponden a las personas jurídicas, de hecho, ciertos derechos subjetivos son exclusivos de las primeras (derecho a contraer matrimonio, a adoptar…).


     


    2. Capacidad jurídica y capacidad de obrar


     


    El término “capacidad” hace referencia a la aptitud que se tiene para algo. Jurídicamente, hablamos de la aptitud que tienen las personas, ya sean físicas o jurídicas, para ser sujetos de relaciones jurídicas. De hecho la persona física desde su nacimiento, así como la jurídica desde su creación, son titulares de una serie de derechos y obligaciones. Diferente es su capacidad para poder ejercitar dichos derechos en el desarrollo de la vida jurídica. Por esa razón, el ordenamiento jurídico reconoce dos tipos de capacidad:


     


    • Capacidad jurídica o personalidad. Es la aptitud o idoneidad de la persona para ser titular de derecho y obligaciones y la tiene toda persona desde su nacimiento. No puede ser, bajo ningún concepto, restringida o limitada, pues corresponde a toda persona, independientemente de su situación personal o familiar.


    • Capacidad de obrar. Es la aptitud de la persona para actuar en el mundo jurídico, es decir, para ejercitar derechos y asumir y cumplir obligaciones. Dicha capacidad puede ser plena o limitada en el caso de sujetos que no puedan actuar eficazmente en el tráfico jurídico por sí solos. Ejemplos de capacidad de obrar limitada: un menor de edad, una persona con capacidad modificada judicialmente…


     


    a) Comienzo y extinción de la capacidad jurídica


     


    Por tanto, la capacidad jurídica no equivale a la posibilidad de actuar en el ámbito jurídico, a lo que hace referencia la capacidad de obrar.


     


    Todos los seres humanos tienen la misma capacidad jurídica, la cual adquieren con el nacimiento. Así lo establece el artículo 29 CC al decir: “el nacimiento determina la adquisición de la personalidad; pero el concebido se tiene por nacido para todos los efectos que le sean favorables, siempre que nazca con las condiciones que expresa el artículo siguiente”. Según expone el artículo 30 CC, la personalidad o capacidad jurídica será adquirida en el momento del nacimiento del feto con vida, cuando se haya desprendido por entero del seno materno.


     


    En cuanto a la desaparición de la personalidad, la misma tiene lugar con la muerte de la persona.


     


    b) La edad y la capacidad de obrar


     


    El ordenamiento jurídico utiliza la edad para determinar la capacidad de obrar general.


     


    Al llegar a la mayoría de edad, de forma automática, la persona adquiere la plena capacidad de obrar (salvo en los casos de capacidad judicialmente modificada causadas por enfermedades o deficiencias que le impidan gobernarse por sí misma), o posibilidad de ejercitar por sí misma los derechos y obligaciones que le competen.


     


    Esta regla general situada en los dieciocho años es la frontera entre la minoría (importantes limitaciones en la capacidad de obrar) y la mayoría de edad (plena capacidad de obrar), aunque existe una situación intermedia entre ambas: la emancipación.


     


    c) La emancipación
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    (Emancipación)


     


    Emancipar o emanciparse equivale a independizar o independizarse, pese a no haber alcanzado la mayoría de edad. Al cumplir los dieciocho años los padres dejan de ser titulares de la patria potestad a la que están sujetos los menores, pues el menor adquiere la plena capacidad de obrar para actuar en el mundo jurídico. No obstante, existen excepciones a dicha afirmación, por ejemplo, sólo es posible adoptar a partir de los veinticinco años. La emancipación es un estado que se permite atribuir a quien ya haya cumplido los dieciséis años, una capacidad de obrar general. De tal modo que no acceden todos los menores, sino solamente algunos.


     


    El Código civil en su artículo 314, el cual ha sido modificado por la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria; recoge las causas de emancipación:


     


    1º. Por la mayor edad.


    2º. Por concesión de los que ejerzan la patria potestad.


    3º. Por concesión judicial.


     


    d) Personas con capacidad judicialmente modificada


     


    Existen supuestos en los que las personas, aun siendo mayores de edad, carecen de capacidad de obrar plena, pues no pueden ejercitar sus derechos y obligaciones por sí solos, sino que necesitan un apoyo para complementar su capacidad e incluso, en los casos más drásticos, su capacidad tendrá que ser suplida por la de un tercero asignado judicialmente.


     


    Estos casos en los que se modificada la capacidad de la persona sólo pueden ser dictados por la autoridad judicial en sentencia. No hay modificación de la capacidad sin una decisión judicial que cree la situación jurídica y el estatuto de persona cuya capacidad será modificada judicialmente. En este sentido, el Código civil establece en su artículo 200, las causas por las que se puede modificar judicialmente la capacidad de una persona, indicando que son “las enfermedades o deficiencias persistentes de carácter físico o psíquico que impidan a la persona gobernarse por sí misma”.


     


    No deben confundirse las causas de modificación de la capacidad con las propias enfermedades o minusvalías que permiten considerar la discapacidad en una persona. Toda persona con capacidad judicialmente modificada tendrá alguna discapacidad diagnosticada por su médico pero no toda persona con discapacidad tendrá su capacidad judicialmente modificada, sino solamente aquellas que puedan enclavarse en el artículo 200 CC y, por supuesto, cuando el órgano judicial así lo dicte en sentencia.


     


    Cabe decir, que la declaración de modificación de la capacidad de una persona es revisable, cuando varíen o surjan circunstancias sobrevenidas, podrá ampliarse o restringirse dicha capacidad o incluso restaurarse cuando la persona sea capaz de gobernarse por sí misma.


     


    Referente al sistema de apoyo que complementa la capacidad judicialmente modificada de la persona, el artículo 215 CC establece que “La guarda y protección de la persona y bienes o solamente de la persona o de los bienes de los menores e incapacitados, ser realizará en los casos que proceda, mediante: 1º. La tutela; 2º; La curatela; 3º; El defensor judicial”.


     


    • El tutor tiene a su cargo la representación legal de su pupilo, de la misma manera que los padres ostentan la patria potestad respecto a sus hijos menores de edad. Las funciones del tutor son: la representación legal del tutelado, la administración de los bienes de éste y el deber de proteger y guardar a su pupilo, proporcionándole alimentos y vigilando su conducta.


    • El curador, por su parte, ostenta la función de asistencia en aquellos casos concretos que establece la ley o decrete una sentencia, completando la capacidad de la persona.


    • Por último, el defensor judicial representa y ampara los intereses de quienes se hallen en los siguientes supuestos: 1º. Cuando exista conflicto entre los menores y/o personas con capacidad judicialmente modificada y sus representantes legales o curador; 2º. En el supuesto de que el tutor o curador no desempeñare sus funciones hasta que cese la causa que los llevó a ellos o se designe otra persona para desempeñar el cargo; 3º. En todos los demás casos que recoja el Código civil.


     


    3. La representación


     


    En numerosas ocasiones las personas se desenvuelven en el tráfico jurídico por sí misma, así realizan los actos y negocios jurídicos que consideran oportunos conforme a su criterio, amparados en la dotación de personalidad que les concede el ordenamiento jurídico. Pero, otras veces, es precisa la actuación de un tercero para la realización de determinados actos o negocios jurídicos. A la intervención de dicho tercero se le denomina representación y existen diversas clases:


     


    • Legal/Voluntaria. Legal, tiene lugar cuando la representación es impuesta por la Ley, pues el representante debe complementar la capacidad de su representado, bien porque éste tiene diversidad funcional, bien porque no goza el tal momento de capacidad de obrar (el ausente, el recién nacido) o no puede desempeñar ciertas relaciones jurídicas (el concursado). Voluntaria o convencional, cuando el interesado puede actuar por sí mismo y cuidar de sus propios intereses, pero su voluntad es que otra persona actúe por él.


    • Orgánica. Instrumento a través del cual una sociedad manifiesta externamente su voluntad y ejecuta los actos necesarios para el desarrollo de sus actividades y objetivos. Los órganos sociales están formados por personas naturales. El órgano se encarga de realizar las competencias que la Ley establece, las cuales realmente son desempeñadas por las personas que componen dicho órgano. Entre estos órganos encontramos el de administración de la sociedad, que tiene atribuida la representación de la misma frente a terceros. De tal forma que, los portadores de ese órgano (personas que lo integran) ostentan la representación orgánica de la sociedad.


     


     


    VI. CONCEPTO DE PATRIMONIO: CRÉDITOS Y DEUDAS (REMISIÓN) Y BIENES


     


    1. Concepto de patrimonio: créditos y deudas (remisión)


     


    El Código civil no ofrece una definición concreta de patrimonio, se limita a hacer algunas alusiones al mismo mediante el uso de términos como “bienes”, “capital”, “fortuna” u otros semejantes. A pesar de ello, podemos definir el patrimonio de la persona como el conjunto de bienes, derechos y obligaciones valuables en dinero, que pertenecen a la esfera jurídica de la misma.


     


    a) Características


     


    El patrimonio como tal cuenta con las siguientes características:


     


    • Legalidad. El patrimonio es una creación del derecho objetivo.


    • Instrumentalidad. Es una creación jurídica con la que se pretenden alcanzar determinados fines, por ello, existen distintos tipos de patrimonio.


    • Autonomía. Constituye una unidad independiente de los elementos singulares que lo integran (derechos, obligaciones, bienes), los cuales pueden desparecer o variar mientras el patrimonio conserva su identidad.


    • Unidad. Estamos ante una unidad ideal, lo que lo diferencia de los elementos que lo componen.


    • Intransmisibilidad. El patrimonio como tal no es transmisible, sin embargo sí se podrán transmitir o traspasar determinados bienes o derechos que lo integren, pero nunca aquél.


     


    Toda persona, física o jurídica, es titular de un patrimonio, cuyo contenido son bienes, derechos y deberes de carácter económico.


     


    BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO utiliza un símil para clarificar el concepto de patrimonio. Así compara: “el patrimonio con un armario (continente) en el que cada persona guarda sus trajes y vestidos (bienes y derechos), de los cuales algunos habrá de entregar a otras personas (deudas). En cada momento el armario puede estar más o menos lleno (incluso vacío), y asimismo habrá de entregar (transmitir) a otras personas más o menos trajes o vestidos incluso más de los que haya. Sin embargo, el armario permanece idéntico a través de todas estas situaciones que pueden afectar a su contenido”.


     


    b) Responsabilidad patrimonial universal


     


    A su vez, el concepto de patrimonio tiene una especial importancia en referencia a la responsabilidad patrimonial universal que el sujeto de derecho tiene en relación con el cumplimiento de sus obligaciones. Es una garantía para el tráfico jurídico que establece el artículo 1.911 CC: “Del cumplimiento de las obligaciones responde el deudor con todos sus bienes presentes y futuros”. Como dice el profesor LASARTE, estamos ante una responsabilidad que opera en todas las obligaciones, derivada del incumplimiento y cuyo objeto es el patrimonio del deudor en su conjunto (todos sus bienes). Por otra parte, que la responsabilidad sea universal y recaiga en todo el patrimonio del deudor, existe una serie de bienes imprescindibles para la supervivencia del deudor y que son inembargables (arts. 605 y ss. de la Ley de Enjuiciamiento Civil). Por último, cabe resaltar que si el patrimonio del deudor resulta insuficiente en un momento dado para responder, su responsabilidad se extiende hasta los bienes que completen su patrimonio en el futuro.


     


    Para evitar que el deudor permanezca en una situación permanente de insolvencia, crea el RD Ley 1/2015, de 27 de febrero, y la Ley 25/2015, de 28 de julio, el mecanismo de segunda oportunidad, el reducción de la carga financiera y otras medidas de orden social. Se trata de permitir que aquél que lo ha perdido todo por haber liquidado la totalidad de su patrimonio en beneficio de sus acreedores, pueda verse liberado de la mayor parte de las deudas pendientes tras la referida liquidación. Ahora bien, la remisión de las deudas o la exoneración del pasivo insatisfecho prevista en el nuevo artículo 178 bis de la Ley Concursal es una excepción al régimen general de responsabilidad patrimonial universal, y para ello debe cumplir con las exigencias que establece tal precepto.


     


    2. Los bienes y las cosas


     


    a) Concepto y requisitos


     


    Los términos “bien” y “cosa” aparecen como equivalentes dentro de nuestro Código civil. Mas, para que el bien o cosa alcance consideración jurídica como objeto de derechos debe, reunir determinados requisitos (CAZORLA GONZÁLEZ), como son:


     


    • Comprende bienes en sentido físico (mesa) y en sentido inmaterial (derecho al honor).


    • Debe ser impersonal, es decir, debe ser ajeno a la persona como tal. Por ejemplo, el cuerpo humano no puede ser objeto de derecho.


    • Ha de tener sustantividad física, individual, diferenciada.


    • Apropiabilidad, lo cual hace referencia a aquello que la persona pueda dominar.


    • Utilidad, es preciso que produzca beneficio o satisfaga alguna necesidad humana.


     


    b) Clasificación


     


    A partir de las consideraciones previas, podemos clasificar las cosas atendiendo a diferentes criterios:


     


    1. La susceptibilidad del tráfico. Podemos distinguir entre “res in comercio” o “res extra-comercio”. El Código civil apunta que no pueden ser objeto de relación jurídica aquello que esté fuera del comercio. Así diferenciamos:


     


    • Cosas de tráfico prohibido. Existe prohibición expresa para negociar con ellas.


    • Cosas de tráfico restringido. Se someten a limitaciones en el tráfico.


    • Cosas de tráfico libre. Pueden pertenecer a cualquier persona y son transmisibles sin trabas.


     


    2. En razón de su titularidad o del sujeto a quien pertenezca:


     


    • Cosas de dominio público. Pertenecen al Estado u a otras personas jurídicas públicas, pues están destinadas al uso o servicio público. Ej.: la Universidad.


    • Cosas de propiedad privada. Pertenecen a particulares o al Estado o entidades públicas sin ser destinadas al uso o servicio público.


     


    3. En razón de sus cualidades:


     


    a. Cosas muebles e inmuebles. Son inmuebles las cosas que tienen una fijación invariable en la tierra. Ej.: mi casa. El artículo 344 CC enumera:


     


    • Inmuebles por naturaleza: el suelo, las tierras, las minas y canteras y las aguas vivas o estancadas.


    • Inmuebles por incorporación: edificios, caminos y construcciones de todo género adheridas al suelo; árboles, plantas y frutos pendientes y todo lo que estuviere unido al inmueble de manera fija.


    • Inmuebles por destino: objetos colocados en un inmueble de forma permanente para su ornamentación o decoración.


    • Inmuebles por analogía: derechos que recaen sobre los inmuebles (derechos reales).


    • Fincas: rústicas o urbanas.


     


    Por su parte, son muebles aquellos bienes susceptibles de apropiación no comprendidos en el apartado anterior, y en general “todos los que se pueden transportar de un punto a otro sin menoscabo de la cosa inmueble a que estuvieren unidos” (art. 335 CC). Asimismo, tienen la consideración de cosas muebles “las rentas o pensiones, sean vitalicias o hereditarias, afectas a una persona o familia, siempre que no graven con carga real una cosa inmueble, los oficios enajenados, los contratos sobre servicios públicos y las cédulas y títulos representativos de préstamos hipotecarios” (art. 336 CC).


     


    b. Cosas consumibles y no consumibles. Son consumibles las cosas que no pueden utilizarse más de una vez, pues su uso las extingue. Ej.: un vaso de agua, el dinero. Mientras que son no consumibles, aquellas cosas que podemos usar repetidamente, sin gastarlas. Ej.: una bicicleta.


    c. Cosas fungibles y no fungibles. Son fungibles las cosas que son perfectamente sustituibles entre sí. Ej.: el dinero. Las cosas no fungibles son aquellas que tienen cierta característica o cualidad que las hace únicas, por ejemplo, un cuadro de Picasso.


    d. Cosas divisibles e indivisibles. Son divisibles aquellas partes procedentes de la división de una cosa que siguen siendo útiles. Ej.: una pieza de tela. En cambio son indivisibles aquellas que la Ley prohíbe pues su división provoca su inutilidad o destrucción o su conversión en algo de naturaleza diferente.


     


    4. En razón de su relación con otra cosa. Distinguimos entre cosas simples y cosas compuestas. Las primeras con aquellas que tienen unidad natural (árbol) o artificial (sombrero), en las que aunque se puedan diferenciar sectores estos no forman una unidad superior constitutiva de otra cosa. Compuestas son aquellas que tienen unidad pero son distinguibles aquellas piezas que la integran. Ej.: automóvil.


     


     


    VII. CONCEPTO Y CLASES DE DERECHO SUBJETIVO. PRESCRIPCIÓN Y CADUCIDAD


     


    1. Concepto de derecho subjetivo


     


    El profesor SÁNCHEZ CALERO conceptúa el derecho subjetivo como un poder reconocido y atribuido por el ordenamiento jurídico a la persona para que, dentro de su ámbito de libertad, actúe de la manera que estime más conveniente a fin de satisfacer sus necesidades e intereses, aunque siempre delimitado por el interés general de la sociedad. Afirma el autor que el derecho subjetivo es de esencia la idea de poder.


     


    Es preciso diferenciar el derecho subjetivo del derecho objetivo.


     


    El primero de ellos otorga poder a través de las normas jurídicas a una persona sobre los bienes de su personalidad (su honor, intimidad, propia imagen…) o sobre un objeto. Es decir, faculta a la persona para obrar de cierta forma o exigir alguna pretensión, por ejemplo, el derecho a contraer matrimonio, el derecho a hacer testamento, a reclamar una deuda o reclamar una indemnización por haber sufrido un daño.


     


    Sin embargo, el segundo comporta el conjunto de normas jurídicas en sí mismas consideradas por las que se rige una sociedad, así podemos hacer referencia a modo ejemplo al cuerpo normativo que conforma el derecho civil o el penal.


     


    Por tanto, en el caso del artículo 348 del Código civil, el cual contempla el derecho de propiedad, estamos ante una norma jurídica que forma parte del denominado derecho objetivo. Mientras que la concreta propiedad reconocida por dicha norma, que corresponde a una persona sobre un bien determinado es un derecho subjetivo.


     


    a) Caracteres del derecho subjetivo


     


    Los caracteres del derecho subjetivo son los siguientes:


     


    • Se trata de una situación de poder que ordenamiento jurídico concede al titular del derecho subjetivo para satisfacer sus intereses o necesidades; puede consistir en hacer algo (el propietario de una finca puede venderla o arrendarla) o exigir algo (el acreedor puede exigir el pago de una deuda a su deudor).


    • Es un poder institucionalizado, reconocido y regulado por el ordenamiento jurídico. En caso de vulneración de dicho derecho, su titular puede dirigirse a los Tribunales para reclamar su efectividad.


    • El ejercicio de las facultades que componen un derecho subjetivo queda a discreción de su titular, quien puede renunciar al mismo, siempre que dicha renuncia no contraríe el interés o el orden público ni perjudiquen a terceros (art. 6.2 CC).


     


    b) Estructura del derecho subjetivo


     


    El derecho subjetivo está compuesto por tres elementos:


     


    • Sujeto. Es la persona a la que el ordenamiento jurídico le concede el poder en qué consiste el derecho subjetivo. Técnicamente, la atribución y pertenencia del derecho subjetivo a un determinado individuo se denomina titularidad.


    • Objeto. Se trata de aquello sobre lo que recae el poder del titular del derecho subjetivo. Según FAYOS GARDÓ el objeto del derecho subjetivo puede ser patrimonial (la propiedad, el derecho a reclamar deudas) o no patrimonial (los derechos de familia).


    • Contenido. Es el conjunto de facultades que integran cada derecho subjetivo. Así, en el caso del derecho de propiedad el contenido del mismo es el de gozar y disponer de una cosa, sin más limitaciones que las establecidas en las leyes (art. 348 CC).


     


    2. Clases de derecho subjetivo


     


    Las más importantes son las siguientes:


     


    a. Derechos de la personalidad: ejemplos de ellos son el derecho a la vida, a la integridad física, al honor, a la intimidad y a la propia imagen, entre otros.


    b. Derechos reales: otorgan al titular de dicho derecho un poder directo e inmediato sobre una cosa (propiedad, usufructo, servidumbre, etc.). Por ende, en este apartado también se incluye el poder sobre bienes inmateriales, como el derecho de autor, las patentes…


    c. Derechos de crédito: facultan a su titular (acreedor) para exigir a otro (deudor) una determinada conducta (prestación), que puede consistir en dar, hacer o no hacer alguna cosa.


     


    3. Prescripción y caducidad


     


    Los derechos subjetivos no son ilimitados, cuentan con limitaciones naturales (inherentes al propio derecho), genéricas (principio de buena fe y prohibición de abuso del derecho) y temporales (prescripción y caducidad). En este apartado nos vamos a centrar en las últimas debido a la importancia indiscutible del tiempo en las relaciones jurídicas y más, concretamente, al trascurso del tiempo, hecho natural que produce determinados efectos jurídicos, como la adquisición de capacidad de obrar de la persona al cumplir la mayoría de edad establecida. Como dice la profesora CAZORLA GONZÁLEZ, el ordenamiento jurídico establece límites temporales para la aplicación de los remedios legales a las situaciones ilegales: fundamentalmente, la prescripción y la caducidad.


     


    En principio, la prescripción fue pensada como remedio en cierta medida extraordinario, cuyo principal efecto es la extinción de una situación jurídica que a priori tiene una duración indefinida o no predeterminada en la relación contractual, mientras que la caducidad es el mecanismo que dota a los derechos o facultades de un plazo de ejercicio.


     


    La prescripción es, por tanto, una institución jurídica que se encuentra regulada en el título XVIII del Libro IV del Código civil. Se contemplan dos clases de prescripción:


     


    • Prescripción adquisitiva, también llamada usucapión, es un modo de adquirir el dominio y demás derechos reales que impliquen la posesión del sujeto.


    • Prescripción extintiva, es causa de extinción de derechos y acciones como consecuencia de la falta de ejercicio de los mismos por su titular, durante el tiempo legalmente establecido.


     


    Nosotros nos vamos a centrar en el último tipo de prescripción, la cual se encuentra directamente relacionada con la seguridad del tráfico jurídico, el cual presenta la necesidad de establecer límites temporales máximos al ejercicio de los derechos, pues lo contrario crearía incertidumbre en torno a la titularidad de aquéllos. Imaginemos el caso de un empresario que pide un préstamo, el cual deberá abonar junto con los intereses establecidos en un plazo máximo de 5 años. No sería plausible que el prestamista pudiera reclamar a su deudor la devolución del capital prestado y el pago de los intereses ad aeternum, pues este último pensaría que tal derecho no se encontraba vivo y activo.


     


    El período de tiempo preciso para alegar la prescripción es variable en función de la acción que se ejercite ante los Tribunales. De los plazos de prescripción se ocupa el Código civil en su artículos 1.961 y siguientes, de los cuales destacamos:


     


    a. Las acciones personales que no tengan plazo especial, prescriben a los cinco años.


    b. Igualmente, cinco años si se trata de la reclamación de arriendos o pensiones de alimentos.


    c. Tres años para interponer las acciones que exijan el cumplimiento de obligaciones tales como el pago de salarios y honorarios por servicios profesionales.


    d. Un año para exigir la responsabilidad civil por injuria o calumnia y por las obligaciones derivadas de la culpa o negligencia, también denominada responsabilidad civil extracontractual. Ej.: reclamación de daños como consecuencia de un accidente de tráfico o del resultado de una intervención de cirugía estética.


     


    En cuanto a la caducidad, no existe regulación general y unitaria de esta institución jurídica. La caducidad es la forma automática de extinción de un derecho por su falta de ejercicio durante un plazo temporal prefijado que no es susceptible de interrupción (como ocurre con la prescripción). La limitación temporal surge simultáneamente con el derecho, así pues si no se ejerce en el plazo establecido, decae.


     


    Cabe destacar, que entre ambas instituciones existen importantes diferencias:
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            • Es susceptible de interrupción en virtud de ciertos actos del sujeto afectado por ella.


            • Es estimable solo a instancia de parte, ya que el propio art. 1.935 CC permite al favorecido por ella renunciar a la misma expresa o tácitamente. Por ello, ha sido considerada como una institución “íntegramente regida por el principio de la autonomía de la voluntad”.

          

          	
            • No admite en ningún caso la interrupción del tiempo cuyo transcurso la origina.


            • Puede ser apreciada de oficio por los tribunales, sin necesidad de que sea alegada por las parte.
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